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I. INTRODUCCIÓN

El Centro de Atención Psicosocial a Inmigrantes Ignacio Martín-Baró S.J. es una organización que pertenece a la Universidad Católica del Norte de la Ciudad de Antofagasta, Chile. Es una entidad autogestionada en su funcionamiento que cuenta con profesionales de diversas disciplinas de las ciencias sociales (psicólogos, trabajadores sociales, cientista político y abogados), además del apoyo de estudiantes que destinan horas de voluntariado para las diversas labores del centro.

El CAI ha definido 3 líneas de acción que delimitan su quehacer: la primera corresponde a la entrega de apoyo psicosocial y legal a migrantes que llegan derivados de instituciones gubernamentales o por consulta espontánea; por medio de esta ayuda se busca facilitar el proceso de inserción al país de acogida. La segunda línea de trabajo  apunta al desarrollo de intervenciones socioeducativas, que fomenten la toma de conciencia por parte de la comunidad de la situación migratoria. El año 2010 se llevó a cabo una intervención de sensibilización intercultural en un liceo municipal con alta concentración de niños migrantes, el cual tuvo exitosos resultados y, en la actualidad se realiza un trabajo de similares característica en un jardín infantil. La tercera línea de trabajo se refiere a la generación de conocimiento local por medio de investigaciones que den cuenta tanto de la realidad de los migrantes en la zona, como también de la percepción de los habitantes respecto a la llegada de migrantes. Dentro de estas podemos señalar: “Y verás como quieren en Chile: Un estudio sobre el prejuicio hacia los inmigrantes bolivianos por parte de jóvenes chilenos” (Cárdenas, 2006); “Estrategias de aculturación, indicadores de salud mental y bienestar psicológico en un grupo de inmigrantes sudamericanos en Chile” (Yáñez & Cárdenas, 2010); “Estereotipos de la inmigración en niños de primer ciclo escolar de la comuna de Antofagasta” (Salas, 2010);  “Situación de inmigración de mujeres sudamericanas en Chile: propuesta de un modelo comprensivo de análisis” (Méndez, 2010) y, “Situación de mujeres Afrocolombianas en la ciudad de Antofagasta, Chile” (Sanabria, 2011).
Tras recibir una petición de The International NGO Platform on the Migrant Workers Convention y como organización independiente al Estado, que trabaja sobre el tema de los/as trabajadores/as inmigrantes y sus familias, emitimos este reporte, presentando nuestro punto de vista sobre la aplicación de la Convención Internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares y de otros derechos fundamentales contenidos en diferentes Pactos y Tratados que han sido o no han sido firmados y/o ratificados por Chile ante la comunidad internacional.

Los casos registrados en el presente documento han sido extractados de las diversas experiencias de observación, investigación académica, diagnósticos, intervenciones y evaluaciones realizadas por esta organización. Dichas acciones siempre han tendido a la integración efectiva de inmigrantes, buscando su estabilidad individual y colectiva, mediando con la sociedad receptora, reconociendo dinámicas de interculturalidad y utilizando herramientas psicosociales.

Por lo anterior, y tras analizar diferentes casos, algunos de los cuales serán expuestos en el presente documento, consideramos que en nuestra región se han violado numerosos derechos contemplados en la Convención Internacional de los Derechos de los Trabajadores Migratorios y de sus Familias y otras leyes de carácter internacional.


A continuación se contextualizará la migración en Chile y en particular en la II Región de Antofagasta (según datos registrados en las ciudades de Antofagasta, Calama, Tocopilla y San Pedro de Atacama) donde se concentran las investigaciones llevadas a cabo por esta organización. En la tercera parte se describirán algunas situaciones sobre derechos  que se consideran vulnerados, con ejemplos que reflejarán dichas vulneraciones. Finalmente se emitirán algunas recomendaciones para cambiar situaciones de vulnerabilidad por parte del Estado chileno.
II. CONTEXTUALIZACIÓN 
Se ha demostrado por investigaciones y cifras oficiales, como por ejemplo desde el Departamento de Extranjería y Migraciones de Chile (DEM) que durante la segunda mitad de la década de los noventa hubo un incremento constante de la migración intrarregional, mostrando un 50.2% de migrantes latinoamericanos en 1995 frente a un 72.6% para el 2001 (Araujo, Legua & Ossandón, 2002). Se consideran diversas las causas de dichas migraciones
  y se reportan en su mayoría desde países como Bolivia, Perú, Ecuador, Venezuela y Colombia.
Se ha constatado que la mayoría de estas migraciones obedecen a la búsqueda de mejoras en la calidad de vida de estas personas y sus familias, es decir, la comúnmente denominada “migración económica”, con miras a la consecución de un trabajo que les permita alcanzar sus objetivos. De esta manera, la visa de trabajo es la que registra mayores solicitudes. En segundo lugar se encuentra la existencia de solicitudes de refugio y reasentamiento, en particular por parte de la población colombiana que ha ingresado en los últimos años
.
La zona norte del país, y en particular la II Región de Antofagasta –zona minera ubicada sobre el desierto de Atacama-, ha registrado una creciente localización de dichos inmigrantes latinoamericanos (encontrándose Santiago, la capital, como el primer lugar a donde se dirigen), con una llegada progresiva notoria de nacionales colombianos, quienes en su gran mayoría presentan características étnicas diferenciales notables –al ser afro descendientes del sur pacífico colombiano específicamente.
Por lo general, estos inmigrantes regionales se ubican en niveles socioeconómicos bajos en sus países de origen, sistema que por lo general se reproduce en el país de llegada. Esta posición y su procedencia les hace ser víctimas de prejuicios colectivos, estereotipos culturales y laborales y discriminación racial, tanto en lo social como en lo institucional. La mayoría de los trabajos desempeñados son los denominados “no calificados”, por ejemplo, las mujeres en labores de atención doméstica particular y de servicios de aseo industrial, restaurantes, comercio sexual o cuidando niños, y los hombres en la construcción, servicios de aseo industrial, cuidadores, en comercio y pequeñas empresas de alimentos.

Además, se resalta una feminización de la inmigración en la zona
, en concordancia con cifras a nivel internacional. Esta dinámica ha contribuido a una paulatina modificación en la división social del trabajo, al sistema de mercado y la globalización del comercio (Mora, 2008), que demanda mayor mano de obra femenina. Esta modificación se articula con el desplazamiento de gran número de mujeres solas, que se van transformando en proveedoras importantes y en muchas ocasiones únicas proveedoras del sustento económico para sus familias: hijos/as, madres, padres y otras familias, mediante el envío de remesas. 
Finalmente, los procesos regularización migratoria, que otorgan residencias a trabajadores inmigrantes irregulares, de gobiernos anteriores al actual (por ejemplo el llevado a cabo por Eduardo Frei 1994-2000), ha demostrado que por esta vía, sus familiares (en algunos casos familias extensas) han estado ingresando en los últimos años, en búsqueda de estabilidad familiar y laboral.   
III. EJES PROBLEMÁTICOS
1. Acceso y regularización migratoria

· Relatos
 de personas inmigrantes afirman la existencia de discriminación en diferentes accesos fronterizos terrestres de Chile, en particular aquellos ubicados en la zona Norte, entre Perú-Chile y Bolivia-Chile. Se denuncia a las autoridades migratorias por poner obstáculos injustificados para acceder al territorio chileno. (Preámbulo, Art. 1, Art. 7. Derechos de la no discriminación)
· Se hizo evidente en una de las investigaciones del CAI la existencia de un sistema de cobros ilegales por parte de las autoridades chilenas fronterizas en dichos pasos migratorios, en particular a inmigrantes de nacionalidad colombiana, a quienes se les pide una suma de dinero, a cambio del ingreso efectivo al país. Un ejemplo de ello se relata a continuación:
M.C. mujer de 26 años, de nacionalidad colombiana, se dirige a Chile tras solicitar la Visa Temporal Religiosa. Refiere que ingresa a Chile por el paso fronterizo de Chacalluta, en donde se le prohíbe el ingreso debido a que no cuenta con un documento firmado por su congregación. Espera unos días en Perú hasta que le hace llegar el documento requerido. Al intentar ingresar nuevamente a Chile, funcionarios de aduanas le revisan las maletas y le preguntan si trae droga. Refiere haber recibido un trato humillante, además de exigírsele la cancelación de 400 dólares. Finalmente logra entrar a Chile a realizar trabajos comunitarios como religiosa. Debido a que desconocía la importancia de solicitar la prórroga de su Visa, ésta se le vence y el Ministerio del Interior le envía a la Gobernación una carta de expulsión, a la que apela. A pesar de realizar un trabajo desinteresado y sin fines de lucro a la comunidad antofagastina, se le ha dificultado la permanencia en Chile. Su caso aún no se resuelve.

· Algunos casos registran que sus pasaportes no fueron sellados al momento de ingresar, con lo que surgieron problemas legales con las autoridades migratorias al momento de regularizar su situación en el país y de comenzar un trabajo formal, o sus formularios de refugio que luego en las oficinas de la ciudad fueron rechazados (Preámbulo, Art. 7, Art, 8). A continuación uno de los casos que refleja esta situación:

A.O. mujer proveniente de República Dominicana viaja a Chile el año 2009. Desembarcada, se dirige a efectuar los trámites de ingreso al país en las ventanillas dispuestas en el terminal aéreo. Estando en la fila se le acerca un policía de la PDI, quien le pide que le acompañe a un cuarto. Una vez allí le comunican que sospechan que porta droga y proceden a revisarle el equipaje.  Al no encontrar nada, la dejan ir, y al ver su angustia, una funcionaria la acompaña a tomar un taxi. Debido a este procedimiento, sale del aeropuerto sin que se le haya timbrado el pasaporte ni el formulario de ingreso, y sin que algún funcionario le haya informado de la importancia de dicho trámite. Ya en Antofagasta se dirige a la Gobernación Provincial para obtener información respecto a su permanencia en Chile, en donde se le informa que debe ir a regularizar su situación a la PDI. Allí es detenida por el delito de “Ingreso Clandestino”, aplicándosele posteriormente la medida de expulsión del país. Tras haber explicado su situación, se decide que debe firmar 2 veces por semana hasta que la deporten. A pesar de los esfuerzos realizados, es deportada a República Dominicana. 

· Según declaraciones y experiencias registradas, el sistema de información y tramitación inmigratoria, que se encuentra en manos del Departamento de Extranjería del Ministerio del Interior, la Policía de Investigaciones de Chile y el Registro Civil, entre otras, funciona con deficiencias administrativas y con una falta de información clara y precisa para el usuario. El colectivo de inmigrantes muchas veces debe recurrir a sus propias redes sociales o a organizaciones extraoficiales, como la nuestra para tomar conocimiento efectivo sobre diversos procedimientos (por ejemplo, requisitos para visa de trabajo, solicitud de refugio, incorporación de los hijos/as al sistema educativo, etc.)
Muchas veces la información, al no presentarse de manera clara por parte de los representantes de las instituciones involucradas, provoca que los trámites se complejicen y confundan a los usuarios innecesariamente, demorando la regularización de visas y permisos más de lo estipulado por la ley. El aumento del flujo inmigratorio y la deficiencia institucional provoca una sobrecarga al sistema y que los inmigrantes enfrenten conflictos innecesarios con sus papeles y procedimientos (por ejemplo, muchas veces, no se cumple con el tiempo previsto legalmente para la tramitación del carnet de identificación nacional). Las debilidades administrativas y los problemas para realizar trámites pueden dejar en vulnerabilidad a los inmigrantes (Art. 33; Art. 37).
Por otra parte, el Decreto 1.094 de 1975 refiere distintas causales por las que podrán rechazarse las visas: infringir prohibiciones, incumplir obligaciones, no cumplir con los plazos establecidos por la norma, y hasta “podrán rechazarse las peticiones por razones de conveniencia o utilidad nacionales”. Estas cláusulas tienen interpretaciones sumamente amplias que pueden derivar en acciones arbitrarias, discriminatorias o de abuso de poder. Esto viola el principio de legalidad, que establece que toda actuación del Estado y sus funcionarios deben tener su origen en una ley. La persona sujeta a la jurisdicción del Estado tiene derecho a conocer cuál será la consecuencia de su conducta, entendiendo claramente lo que está permitido y lo que está prohibido. El no cumplimiento de los plazos suele suceder por la falta de información que manejan los/as inmigrantes, tanto de las normativas como de sus consecuencias (Informe Anual sobre Derechos Humanos en Chile, 2009). Esto sucede por la escasa y nula información que se les proporciona al momento de ingresar al país y cuando se realiza la tramitación de sus visas.
· Se registran casos de trabajadores inmigrantes que se encuentran tramitando su visa de trabajo, en situación regular, acceden a un documento de identidad temporal, y se les otorga un RUT provisorio (Rol Único Tributario). Este documento les permite iniciar sus actividades laborales para realizar los pagos a impuestos internos, servicio de salud, riesgos profesionales, sistema de pensiones, etc. Este se valida a través de la autoridad migratoria mientras llega la visa de trabajo, pero no es reconocida como válida en algunas instituciones estatales -como de seguridad social-, o particulares -como bancos para el pago de cheques, apertura de cuentas, entre otros.
Esta situación deja en clara vulnerabilidad a muchas personas inmigrantes y sin un acceso efectivo a servicios de seguridad social, pese a estar pagando por ello (Art. 25, Art. 27; Art. 36, Art. 43; Art. 54).

2. Trabajo
· La ley y los procedimientos gubernamentales afirman que si algún trabajador inmigrante, encontrándose en situación de irregularidad y por lo tanto de informalidad, es detenido por parte de las autoridades competentes en esta condición, su caso será evaluado por la Intendencia Regional y se procederá a determinar sanciones pecuniarias, con la posibilidad de regularizar su situación legal y laboral. Si se observa reincidencia o alguna falta grave que contemple la ley se procede a una expulsión de el/la inmigrante, considerándose, en todo caso, la posibilidad de apelación a dicho procedimiento y la posibilidad de los inmigrantes de ser escuchados por la autoridad competente (Decreto Ley No. 1.094 de 1975/Chile). 

Pese a los informes obtenidos de agentes gubernamentales y leyes, se conocen casos donde: 
a) Trabajadores inmigrantes en situación de irregularidad, tras fiscalizaciones por parte de autoridades han sido detenidos en los mismos lugares de reclusión para delitos y han sido deportados, sin conocimiento de sus derechos, excluyendo procedimientos legales a los que tienen derecho y sin órdenes de expulsión legales. En muchos de estos casos a los inmigrantes no se les permite recoger sus pertenencias ni avisar de su situación a ningún familiar, sufriendo tratos no dignos al ser expulsados. Mujeres inmigrantes que ejercen comercio sexual han vivido esta práctica, tras redadas policiales en locales nocturnos, y afirman haber sido sometidas a expulsiones colectivas sin conocimiento del derecho de apelación ni la existencia de una orden de expulsión emitida por autoridad competente conforme a la ley (Art. 17; Art. 22; Art. 23).  Un caso que da cuenta de negligencia en el procedimiento de la PDI es el siguiente:

A.G., hombre de 21 años proveniente de República Dominicana, cuenta con contrato de trabajo para desempeñarse como DJ en un club nocturno de la ciudad de Antofagasta. Dicho contrato sólo necesita aprobación notarial para comenzar a regir, pero su Visa de Turista vence, sin haber tramitado la visa sujeta a contrato. La Policía Internacional de la PDI procede a retener sus documentos. El afectado reclama dicha resolución, pero es detenido en dependencias de la PDI.  Asisten al CAI  su actual pareja y su ex suegra solicitando ayuda y orientación para A.G., quien se encuentra recluido en la PDI, esperando su expulsión. Pretenden apelar a esta resolución y para ello han contratado a un abogado. Manifiestan que A.G ha recibido tratos indignos en la PDI, presentando sintomatologías de orden ansioso, baja en el estado de ánimo y trastornos del sueño, lo cual se acrecienta debido a la imposibilidad de mantener contacto con sus redes de apoyo en Chile (su ex suegra y su pareja), quienes se informan de su situación a través del abogado. Solicitan ayuda al CAI para revisar sus estado psicológico y emocional y para que no siga recibiendo tratos vejatorios. Si bien el CAI ayuda a mejorar su situación en el calabozo tras haber hablar con funcionarios de la PDI, A.G. es finalmente expulsado del país.
b) Trabajadores inmigrantes en situación de irregularidad al ser detenidos, se les retienen sus pasaportes e inmediatamente son puestos bajo la exigencia de firma semanal, mientras se resuelve su situación legal, mediante el procedimiento vigente. Dicho procedimiento puede demorarse más de cuatro meses, con lo que la retención del pasaporte les obliga a permanecer en el lugar de las firmas, por lo que para subsistir de alguna manera, ellos/as se han visto obligados a aceptar y a vivir en el riesgo de la informalidad y sometidos muchas veces a explotación, al no poder contar con el consentimiento ni apoyo de las autoridades (Preámbulo; Art. 8).
c) En ninguno de los casos de expulsión se reconoció que el inmigrante afectado por tal medida haya sido escuchado por autoridad competente, antes de emitir el fallo, con fallas en el derecho de conocimiento de recursos de apelación (Art. 22)

· Algunos inmigrantes, pese a contar con estudios, cursados en sus países de origen, no pueden desempeñarse en tales áreas, debido a la discriminación, prejuicios y estereotipos sociales de patrones y empleadores. Por ejemplo, muchos avisos que requieren personas para trabajar, especifican que no se reciben “colombianos”.

· Mujeres inmigrantes afro descendientes deben aceptar lugares de trabajo de baja calidad, explotación, diferencias de trato con trabajadores/as chilenos/as, subcontratación, informalidad laboral, etc. Por ejemplo, se han registrado casos de xenofobia a causa del tono de piel en sus lugares de trabajo, explotación por parte de los empleadores –como trabajo de doble jornada sin pago de horas extra-, bajos salarios con respecto de nacionales, etc. (Preámbulo; Art. 25; Art. 70)
· En el estudio de Jimena Silva (2008) sobre la situación de las mujeres en el comercio sexual de la  Región Antofagasta, se reporta que de 300 mujeres en la Región de Antofagasta (Calama y Antofagasta) trabajan en 70 locales nocturnos. En el grupo de extranjeras la mayor proporción corresponde a peruanas (27,5%), colombianas (23,5%) y ecuatorianas (18,6%).
 (Art. 70)
3. Salud

· Se recopilaron relatos sobre arbitrariedades en el sistema de salud, por ejemplo en la atención de urgencias. En un caso particular de una ciudadana colombiana que afirma haber ingresado al servicio de urgencias del Hospital de la ciudad de Calama, con un aborto involuntario intrauterino, tras haber esperado más de 8 horas en la sala, al ser atendida, no fue sometida al procedimiento que necesitaba para salir de riesgo vital. Se le recomendó pagar un servicio privado de salud. (Preámbulo; Art. 9; Art. 28, Art. 43; Art. 70)
· Otro asunto que resulta importante de considerar es el respeto de los derechos de la mujer en estado de gravidez, aún si es menor de edad y/o pueda encontrarse en situación irregular. Resulta importante velar por el cuidado de la vida tanto de la madre como del hijo, más allá de cualquier normativa migratoria nacional. A continuación un ejemplo de un caso atendido en el CAI:  

A.M. de nacionalidad boliviana entra a Chile a principios del 2010 por Colchane con visa de turista. Consulta en el CAI por su situación migratoria, ya que si bien ingresa  por un paso fronterizo habilitado, es menor de edad, tiene 17 años. Es soltera, pero tiene una pareja de 25 años, también de nacionalidad boliviana. Al momento de consultar se encuentra embarazada de 6 meses y sin controles médicos, refiere que no la atienden en los consultorios. Además, su visa de turista caduca en 9 días y la complejidad radica en que siendo menor de edad se dificulta la posibilidad de facilitar la ampliación de la visa sin la autorización de sus padres, con quienes perdió contacto. No son respetados sus derechos de recibir atención en salud en los consultorios, ni de permanecer aquí, aún si se considera que si su hijo nace aquí sería chileno. Debido a que no se logró obtener ni la prórroga de su visa, ni un RUT para poder atenderse en un consultorio, viaja de vuelta a Bolivia.
4. Refugio y Reasentamiento

· Se registra un alto número de solicitudes de refugio por parte del colectivo de inmigrantes colombianos y una baja aceptación de dicha condición por parte del gobierno chileno, quien ratifica la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados (1951) y el Protocolo sobre el Estatuto de los Refugiados (1967). 
Algunos de los casos registrados por el CAI muestran que muchas personas en búsqueda de refugio o reasentamiento en Chile, poseen documentos legales emitidos por el gobierno colombiano, que certifican su condición de desplazado interno, forzados por la violencia, el riesgo o exposición a atentados contra el derecho a la vida, la integridad y libertad. Algunas declaraciones tomadas evidencian que tras desplazarse por diferentes lugares de Colombia, se decide emigrar y llegar a Chile, pero que la tramitación de la solicitud de refugio se torna lenta y poco efectiva, siendo obligados/as muchas veces a declarase como migrantes económicos ya que deben integrarse a la vida laboral de forma rápida, por las necesidades y vulnerabilidad de su condición. 
La tramitación de la visa de trabajo les exige documentos con los que muchas veces no se cuenta por la inmediatez de su partida, lo que los deja en condiciones de informalidad laboral e irregularidad migratoria, estando expuestos a constantes violaciones de derechos fundamentales y explotación laboral, además de registrarse muchas veces la falta de acceso a estudios para los niños/as por no contar con la documentación exigida.
Oficialmente, se reconoce que como primera instancia para la petición de refugio, se debe escribir una carta para la primera entrevista, describiendo la situación de inmigración, lo que en la práctica no se cumple, registrándose un procedimiento no oficial que induce a muchos refugiados del conflicto armado, a no adscribirse a la protección, sino a solicitar visa de trabajo. Frente a tal situación, la mayoría de los/as colombianos/as que ingresa acepta venir a trabajar, y esta declaración que parecería lógica para una persona refugiada en esas condiciones, es interpretada como intención de inmigración económica.  Los que se mantienen como solicitantes de refugio, han declarado que esta tramitación se dilata, poniendo en duda su situación de refugiado y pasando por alto documentación emitida en Colombia.  
Sobre lo anterior, se denota una baja comunicación interestatal entre los gobiernos de Chile y Colombia, que permitan a estos inmigrantes contar con garantías efectivas a sus derechos (Art. 64).
5. Educación
· Existe una dificultad de acceso a la educación a algunos colectivos de inmigrantes (Art. 30, Art. 43, Art. 45):

a) Algunos/as niños/as son aceptados en colegios, mientras sus padres regularizan su situación migratoria. Si esta condición no se cumple después de un plazo contemplado por las autoridades de los establecimientos, los/as niños/as son expulsados/as o sus años cursados no son validados.

b) Existe dificultad de acceso y se registran casos de discriminación a niños inmigrantes colombianos de descendencia afro, por parte de sus compañeros, profesores y autoridades educativas:
Una de las situaciones que más impacto produjo en los/as trabajadores del CAI fue relatado por una apoderada el año 2010, en el contexto de intervención del liceo con mayor cantidad de inmigrantes en Antofagasta. Esta apoderada refirió que un niño afrodescendiente había estado presentando heridas en la piel. Cuando la madre le preguntó por qué tenía esas heridas, el niño respondió que él se las estaba haciendo, que quería arrancarse la piel pues en el liceo lo molestaban por ser “negro”. Posteriormente, el niño fue derivado a un psicólogo.
· Se entiende entonces que no se integra efectivamente una educación intercultural acorde con las sociedades emergentes, ni se entiende el proceso de adaptación de los niños inmigrantes en las sociedades de arribo, por lo que no existe la toma de medidas especiales para superar dificultades, lo que redunda muchas veces en una pérdida de identidad cultural. (Art. 45)
· Para muchos de los inmigrantes, el sistema de convalidación u homologación de títulos de estudios es muy exigente y complicado, demorándose hasta más de 12 meses en resolverse. Ello implica que muchos inmigrantes deben subemplearse o sub calificar su trabajo. (Art. 43, Art. 45) Por ejemplo, existen convenios entre Chile y Ecuador que facilitan el ingreso de profesionales de medicina, mediante el reconocimiento automático del respectivo título. 
6. Vivienda

· Se registran numerosos casos de hacinamiento y vivienda en condiciones de precariedad y dado que las autoridades no fiscalizan dichos lugares, éstos acaban convirtiéndose en nichos de inmigrantes, los que a su vez son víctimas de malos tratos por los arrendatarios/as y vecinos/as, cobros elevados, condiciones de insalubridad, etc. (Art. 43; Art. 45; Art. 70)
7. Justicia

· Se observa negligencia por parte de las autoridades judiciales, policiales o carcelarias (Gendarmería de Chile). Por ejemplo, en la ciudad de Antofagasta se registró en el pasado mes de junio, un caso donde a un menor de edad, por la presunción de haber cometido un crimen, sin poseer las pruebas pertinentes, se le detiene y se le trata de forma degradante obligándolo a permanecer en ropa interior por más de 24 horas seguidas en la celda de reclusión. Sus familiares no fueron avisados como advierte la Convención, ni los procedimientos y asistencia judicial a los que se tenía derecho fueron comunicados de manera debida. (Preámbulo; Art. 10; Art. 14; Art. 16; Art. 17; Art. 18; Art. 23) 

Si bien no se puede afirmar fehacientemente la existencia de discriminación en los dictámenes judiciales, sí se puede afirmar la existencia de un proceder negligente grave respecto a la situación de al menos un inmigrante peruano y su familia:

M.C., hombre peruano  de 37 años, casado, tiene dos hijas. Una de sus hijas, de 7 años, es inscrita en un establecimiento educacional de Antofagasta. La niña es evaluada por una estudiante en práctica de psicopedagogía, quien informa al Director y al Orientador del establecimiento que la niña habría sido abusada sexualmente por su padre. Éstos dan cuenta de este hecho a carabineros. El caso llega a Tribunales de Familia, en donde se dictamina que se le quita la custodia de la hija a M.C., bajo el argumento de que la niña había sido abusada por él.  La niña es llevada a una casa de menores. M.C. apela, de modo que la investigación finalmente da cuenta de que la niña no fue abusada por su padre. M.C. es derivado al CAI por el magistrado, quien solicita un procedimiento de adaptación cultural para el afectado. M.C. está afectado debido al trato que ha recibido desde Tribunales de Familia hasta los directivos del establecimiento escolar. Está resentido con las instituciones chilenas. Tras un largo proceso, M.C. recupera la custodia de su hija, pero queda afectado emocionalmente y psicológicamente en demasía, por esta experiencia. 

· Se registran casos de trabajadores migratorios o sus familiares que han sido arrestados, a quienes no se les informa que su proceso pude ser conocido por autoridades consulares o diplomáticas de su Estado de origen (Art. 16; Art 23). Muchos de ellos han sido expulsados, sin conocimiento del derecho de apelación, ni orden judicial pertinente, como se mencionó anteriormente.
8. Familia

· Está consagrada en la Constitución Política de la República de Chile (art. 10, números 1 y 2), el derecho a la nacionalidad por ius sanguini, esto implica que al ser familiar directo: padre, madre, hijo/a de un/a chileno/a, se puede solicitar visa de residencia. Esto sin embargo, no puede concretarse porque muchas veces se les niega dicha nacionalidad a los hijos de inmigrantes, alegando que los padres son extranjeros transeúntes. Bajo tal condición se considera a sus hijos como nacionales del país de origen de los padres (Informe Anual sobre Derechos Humanos en Chile, 2009). En este sentido se observa entonces, que los/as inmigrantes, así como sus hijos/as chilenos/as son discriminados/as, tanto por los prejuicios existentes en los funcionarios como por los vacíos legales ya que la palabra transeúnte en su interpretación perjudica a los hijos de inmigrantes que nacieron en territorio chileno, al ser ellos inscritos en el Registro Civil, se les realiza una anotación que hace referencia a su “(…) calidad de hijos extranjeros transeúntes; por lo que se les niega su nacionalidad chilena y con ella el acceso a prestaciones y programas del Estado”(Informe Anual sobre Derechos Humanos en Chile 2009:260) (Art. 29; Art. 44)
A estos niños se les otorga una visa temporaria, con una solicitud en trámite, y el DEM exige se demuestre capacidad económica de los padres, quienes en calidad de transeúntes o irregulares no pueden acreditar legalmente dicho requisito. Muchas veces estos inmigrantes trabajan por su cuenta de manera informal, y no pueden presentarse a las autoridades, lo que genera que sus hijos sean considerados como “apátridas" con la consecuente situación de vulnerabilidad.
IV. RECOMENDACIONES

Se considera vital reconocer la importancia de la observación y seguimiento por parte de los Estados de origen, sobre la situación de los trabajadores migrantes y sus derechos. Es importante la consecución y firma de acuerdos intergubernamentales y/o bilaterales (Art. 64; Art. 65) –por ejemplo convenios con ACNUR, organizaciones de la sociedad civil, iglesia, etc.- que tiendan a la búsqueda de soluciones eficaces para situaciones concretas, por ejemplo en el tema de las solicitudes de refugio y de comunicación interestatal sobre documentación, validación de estudios, protección en los envíos de remesas (considerando la migración en general, y la feminización de la migración laboral, que muestra que la mayoría de los inmigrantes deja a sus familias en los Estados de origen, Art. 47), políticas asistencia de retorno migratorio a sus países de origen (Art. 67),  entre otros. 

Es importante integrar en el sistema educativo herramientas de interculturalidad y adaptación, que faciliten la integración de los/as niño/as inmigrantes. Se ha comprobado, mediante intervenciones eficaces llevadas a cabo por el CAI y diversas experiencias en otros lugares, que esta herramienta propicia espacios de integración de la noción de igualdad, de diversidad, de riqueza de la cultura y las diferencias, etc. Sobre este aspecto, hay que resaltar el tema propuesto de forma internacional, de que la educación teje puentes entre las sociedades, por lo que es importante que los/as inmigrantes, ya sean adultos/as o niños/as, tengan la oportunidad de acceder a estudios en los lugares de arribo; así, se exhorta al estado chileno a que abra espacios reales de participación donde estas personas puedan ser integradas educacional, laboral y culturalmente de formas más dignas y efectivas. En este sentido, es crucial que el foco de las intervenciones no sean los/as inmigrantes o por lo menos, no sean exclusivamente los/as inmigrantes, ya que el centro de las problemáticas de intervención se encuentran en el desconocimiento, prejuicio, discriminación y xenofobia de la población receptora. De esta forma, la responsabilidad de su “falta de adaptación cultural”, se traslada a la nación que debiese acogerlos/as.
En esta medida, se sugiere además incluir espacios de validación de lo intercultural a nivel nacional, que propicien el conocimiento o información “real” de los migrantes y sus culturas (medios de comunicación, ámbito educativo, asociaciones de inmigrantes, por ejemplo culturales, etc.). Reconocemos que los estereotipos, los prejuicios y la discriminación emerge desde el desconocimiento, y que más allá de fortalecer la legislación y fiscalización, debe trabajarse sobre la base de donde surgen los problemas sociales. 
Además, debido al incremento constante de los/as inmigrantes laborales, es recomendable establecer programas y servicios para garantizar el bienestar de los/as trabajadores migrantes y sus familias, donde las políticas públicas pueden ser herramientas para mejorar las condiciones de vida digna que todo ser humano merece y propiciar la adaptación en la sociedad receptora (Art. 42, Art. 43).
Se estima necesario hacer uso de mecanismos internacionales como el otorgado por la Organización Internacional del Trabajo (OIT), por ejemplo sobre leyes y modelos que pueden ser adoptados a nivel nacional, sobre procedimientos judiciales y administrativos para la migración laboral, la no discriminación, la igualdad en el empleo y ocupación, seguridad social, la seguridad habitacional, etc
. Otro mecanismo importante ha sido la Convención de todas las Formas de Discriminación Racial y la búsqueda de su cumplimiento, ya que, la discriminación hacia los inmigrantes lleva a que se vulneren otros derechos fundamentales, reconocidos a nivel internacional, tales como el derecho a la integridad de la persona, la protección a la honra, el derecho a una vivienda digna, el derecho a la salud, el derecho al acceso a garantías judiciales, los derechos asociados al trabajo, derecho de igualdad ante la ley, las libertades de desplazamiento, derecho a la información, derecho al refugio, entre otros. 
Se considera imperativo poner en vigencia el Art. 68 de la Convención, el cual insta a las autoridades estatales a colaborar para “impedir y eliminar movimientos ilegales o clandestinos y el empleo de estos trabajadores migratorios en situación irregular” en el Estado de arribo, fiscalizando rigurosamente y sancionando efectivamente, no sólo a los trabajadores irregulares sino a sus empleadores, sobre todo en espacios de explotación laboral, como el comercio sexual. 
Sobre este aspecto es importante brindar una regularización, una protección de normas laborales o abrir otros espacios laborales para mujeres, con sueldos acorde a sus capacidades para evitar su ingreso al comercio sexual. Las trabajadoras sexuales muchas veces, debido a la desinformación, el miedo y la irregularidad, no logran acceder a ayudas efectivas y asistencia jurídica. Por lo tanto se hacen necesarios programas de asistencia jurídica, sanitaria, social y educacional para mujeres inmigrantes, con mecanismos de denuncias de abusos e irregularidades, evitando el énfasis en la persecución y fiscalización de las mujeres del comercio sexual, buscando y sancionando a clientes y empleadores.
Es fundamental que el Estado de Chile en coordinación con las Universidades e Institutos, colabore en la inserción laboral de los/as inmigrantes, mejorando su empleabilidad al brindarles oportunidades de acceso a distintos cursos y capacitaciones.

Es necesario evitar que los medios de comunicación nacionales difundan informaciones que sustenten nociones de prejuicios, estereotipos y discriminación racial, sin que ello implique que se atente contra el derecho a la información. Por ende es necesario que un ente regule la imagen que se difunde en los diarios, radios y televisión, especialmente en los noticiarios, sobre los/as inmigrantes.
Debido a la necesidad de reconocer los diferentes escenarios de vulneración de derechos humanos, las distintas realidades sociales que se viven y las condiciones de los/as migrantes a ser modificadas y salvaguardadas bajo normas de derechos humanos, se hace necesario el camino de la investigación, los estudios, las intervenciones y encuentros sociales y académicos, que hagan visible información importante e integren a los colectivos de inmigrantes, para empoderarlos en sus facultades y potencialidades. Por ende, se hace necesario el traspaso de la información de las publicaciones de investigaciones al colectivo de inmigrantes, para que conozcan a fondo la situación que los afecta y que juntos, podrían llegar a solucionar si aúnan sus esfuerzos y demandas.
Además, y tras el reconocimiento del  impacto psíquicos en los/as inmigrantes, estos colectivos evidentemente necesitan ayuda psicosocial que les brinde información, herramientas de adaptación, entre otras.
Debido a los procedimientos legales analizados, se recomienda evitar que los trabajadores migratorios permanezcan de forma irregular durante periodos largos y sin su pasaporte. Esto los obliga a emplearse de manera informal, pudiendo ser víctimas de arbitrariedades y explotación. En este sentido, se apela a la humanidad de las autoridades de Chile, para que realicen una regularización masiva de los/as inmigrantes, especialmente porque la gran mayoría de ellos/as constituyen un aporte al país, gracias a los sacrificados trabajo que realizan.
Se sugiere fiscalizar los procedimientos fronterizos y sancionar y destituir efectivamente a las autoridades incompetentes (Art. 83). Hacerle frente a las malas prácticas institucionales, haciendo valer los diferentes códigos de conducta para funcionarios, impartir encuentros, seminarios, charlas informativas, capacitaciones y/o educación formal de funcionarios públicos. Esto se puede llevar a cabo, de la mano de instituciones nacionales e internacionales, como por ejemplo con organismos de las Naciones Unidas o el CAI.

Es importante adecuar las leyes internas de acuerdo a la Convención Internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares, reconciliando diversas prácticas institucionales con dicha Convención. Por ejemplo, mediante la formulación de políticas sobre migración
 el intercambio de información con otros Estados Partes; el suministro de información pertinente a empleadores trabajadores y sus organizaciones sobre las políticas, leyes y reglamentos concernientes a la migración; y la asistencia a los trabajadores migratorios y sus familiares (Art. 65; Art. 84). En este sentido también es importante que se reconozca el derecho de los/as hijos de inmigrantes que nazcan en Chile a obtener la nacionalidad chilena sin burocracias y, a no impedir este derecho con la expulsión de la madre en estado de gravidez. Menos aún, no obligar la separación del núcleo familiar porque alguno de sus miembros se encuentre en situación irregular.
Es necesario dar cuenta de que al menos 3 familias llegaron al CAI dando cuenta de que Tribunales de Familia les habría quitado la custodia de sus hijos, quienes posteriormente fueron derivados a centros del SENAME. Entre las razones que se esgrimen están los maltratos físicos y la negligencia (en el cuidado y aseo) de los niños. Creemos que es importante que Tribunales de Familia sea más acucioso en las exigencias de las investigaciones, especialmente porque estas resoluciones llegan a ser mucho más perjudiciales psicológicamente tanto para los padres como para los hijos que la problemática en sí, la cual puede abordarse previamente con terapias familiares.

Se recomienda mediar para la constitución de Consulados en la Región de Antofagasta, de los países que registran un  mayor número de inmigrantes en la zona. Lo anterior debido a que los que se encuentran en la ciudad de Santiago, como el Consulado de Colombia en Chile, está muy alejado de nuestra región, lo que dificulta trámites y procedimientos, y anula posibles seguimientos de casos de personas que requieren asistencia de las autoridades de su país de origen, especialmente en aquellos en que el tiempo es primordial (Art. 65).
Finalmente, es trascendental contar con profesionales de Derecho interesados en las temáticas de migración, por lo que sugerimos la creación de una especialidad en migración en la formación universitaria de los estudiantes de derecho. O, que puedan viajar a la Región de Antofagasta, expertos a nivel Internacional para dar cuenta de la experiencia internacional en la resolución de casos en los que ha existido abuso de los vacíos legales.

Instrumentos vulnerados:

· Declaración Universal de Derechos Humanos

· Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales

· Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos

· Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial

· Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer
· Convención sobre los Derechos del Niño
· Convenio relativo a los trabajadores migrantes (OIT N.° 97)
· Convenio sobre las migraciones en condiciones abusivas y la promoción de la igualdad de oportunidades y de trato de los trabajadores migrantes (OIT N.° 143)
· Recomendación sobre los trabajadores migrantes (OIT N.° 86)
· Recomendación sobre los trabajadores migrantes (OIT N.° 151)
· Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes

· Declaración del Cuarto Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente
· Código de conducta para funcionarios encargados de hacer cumplir la ley
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� Como la favorable situación de la economía chilena a nivel sudamericano; las oportunidades laborales en algunas regiones particulares como las dedicadas a la minería; el cierre de otras fronteras que antes eran atractivas para migrantes latinoamericanos; entre otras.


� Según ACNUR (2010) se registraron en Chile los siguientes datos de ciudadanos colombianos refugiados en éste país: 948  en el 2007; 1.061 en el 2008 y 874 en el 2009. Con respecto de los solicitantes de refugio, se estiman: 713 para el 2007; 816 para el 2008; 403 para el 2009.  Según el Instituto Nacional de Estadísticas (INE) y el Departamento de Extranjería y Migraciones (DEM) de Chile, la II Región Antofagasta es la que registra mayor cantidad de inmigrantes colombianos, en relación con las otras Regiones del país, con un 7.8% para el 2009.


� Según INE y DEM, para el 2009 el porcentaje de distribución por sexo de población inmigrantes era de 58.1% de mujeres y 41.9% de hombres.


� Desde el año 2009, las diversas atenciones e investigaciones del CAI a personas inmigrantes han permitido el registro de testimonios y entrevistas, pertinentes para el presente informe.


� En el estudio, se observó que del total de mujeres entrevistadas el 34,5% son extranjeras y el 65,5%, chilenas,  lo cual muestra la magnitud de la inmigración en la zona, específicamente la relacionada con el comercio sexual. En sus testimonios, se descubre que  la mayoría “se encuentra presa entre el miedo de ser descubiertas trabajando sin contrato, no conseguir los recursos para cubrir necesidades propias y de sus hijos/as, el sentimiento de soledad y aislamiento”, además, que “(…) no poseen redes de apoyo. Por otra parte, en relación a las funciones que deben desempeñar estas mujeres para poder percibir un salario, es posible mencionar que éstas deben llevar a cabo prácticas riesgosas que atentan contra su integridad física y psicológica, donde el principal beneficiado es el empleador”(Silva, 2008:34).


� La firma de Convenios, Pactos y Tratados internacionales proporciona una fiscalización, seguimiento y adaptación de normas y procedimientos de los Estados, hacia la consecución de sociedades de derecho más justas e igualitarias,  por lo que se resalta la importancia de la firma y ratificación de dichos instrumentos. Por ejemplo, Chile no ratifica el Convenio de la OIT N° 97 sobre los trabajadores migrantes.


� Consideramos que las leyes debes ser acordes con las situaciones económicas, políticas, sociales y culturales actuales. No es suficiente actualizar y/o enmendar las leyes existentes, sino proponer y reformular nuevamente dichos parámetros. Por ejemplo, internacionalmente han surgido algunas respuestas a los problemas que se han presentado por las migraciones masivas a escala global, como es el tema de migración y desarrollo –codesarrollo-, con fundamentos importantes para ser analizados. 





